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LA COLUMNA DEL DIRECTOR

La ruta a la 
formalización

D os factores responden, a nivel 
histórico y global, al desarro-
llo sostenido de las naciones: 
la calidad de sus instituciones 
y sus niveles de productivi-

dad. No hay país desarrollado que carezca de 
altas dosis de una y otra, ni país que evada las 
mejoras sistemáticas cuando ambas variables 
mejoran. Sí, un país puede crecer, incluso a 
tasas elevadas, por pequeñas ganancias en 
una u otra, pero ello no garantiza el desarrollo 
sostenido; léase, ir más allá de la tasa de cre-
cimiento promedio y por un plazo limitado.

El Perú es un ejemplo de esto último. Nues-
tros problemas no se agotan en el plano teóri-
co de la precariedad institucional y de nuestra 
bajísima productividad –11% comparada con 
la norteamericana–, pero las consecuencias 
de estas dos defi ciencias son palmarias en lo 
cotidiano: alta informalidad, servicios públi-
cos de baja calidad, infraestructura defi ciente 
e insufi ciente, entre otras. 

Hoy que escuchamos tantas ofertas de ‘for-
malización’, habría que exigir a nuestras autori-
dades un poco más de realismo y pragmatismo. 
La idea de formalizar por leyes y la fuerza ha 
probado, una y otra vez, estar desconectada de 
nuestra realidad. Si de razones se trata, basta un 
simple análisis costo-benefi cio para entenderlo. 

Solo para tener clara la magnitud del pro-
blema. El 94,7% de las empresas en el Perú 
son microempresas, unidades productivas que 
cuentan con menos de 10 trabajadores y no su-
peran las 150 UIT de ventas anuales. Son casi 
dos millones de microempresas en el Perú, que 
ocupan al 72,2% de nuestra PEA. Pues bien, 
estas empresas son además las más informales 
(89%) y las menos productivas (6% compara-
das con las grandes empresas). Para entender-
lo mejor: se necesitan 17 trabajadores de una 

microempresa para 
igualar la producti-
vidad de un trabaja-
dor de una gran em-
presa; en México, 
una economía muy 
parecida a la nues-
tra, se necesitan 6 

trabajadores, y el promedio de las economías 
desarrolladas (OCDE) es 1,75 trabajadores.  

Nuestros problemas de baja productividad 
y alta informalidad van de la mano, y es nece-
sario entenderlos así y no como hechos aisla-
dos. Estas empresas son informales, en gran 
medida, porque no cuentan con la producti-
vidad mínima para formalizarse. Por la vía de 
las leyes, regulaciones y la fuerza, entonces, no 
vamos a formalizar a muchos: porque ni las le-
yes ni las regulaciones ni la fuerza pueden me-
jorar la productividad de esas empresas. Una 
empresa de tan baja productividad sirve como 
mecanismo de subsistencia de unos pocos, pe-
ro no es lo sufi cientemente rentable como para 
sostener una arquitectura empresarial formal, 
que incluye una serie de costos directos e indi-
rectos que no benefi cian al microempresario. 

No estamos, por supuesto, justificando la 
evasión tributaria y la informalidad, que a fi n de 
cuentas es el incumplimiento de normas, sino 
tratando de entender el problema de fondo. Y 
si en el fondo el problema es uno de productivi-
dad, pues eso es lo que tal vez deberíamos atacar 
en primer lugar: si estas unidades productivas 
mejoran su productividad, la escala de sus ne-
gocios facilitará (y en otros casos obligará a) la 
formalización de las mismas. La otra forma es 
reduciendo los costos asociados a la decisión: si 
la ‘formalización’ es una decisión que pasa por 
un análisis costo-benefi cio, el incremento de la 
producción acorta el plazo de la misma. 

Formalizar debe ser un objetivo del gobier-
no; es en las rutas donde estará el éxito o fraca-
so de la iniciativa.

“Formalizar 
debe ser un 
objetivo del 
gobierno”.
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SIN LICENCIA

Turba no es democracia

E l Perú se quedó sin Con-
greso. No sabemos la 
fecha exacta en que su-
cedió, pero es fácil cons-
tatarlo. El 9 de diciem-

bre, día del referéndum, se extendió 
el certifi cado de invalidez respectivo.

El Congreso, según la Constitu-
ción, legisla y fi scaliza. ¿Puede el Con-
greso, hoy, dar leyes? ¿Puede el Con-
greso, hoy, fi scalizar al Ejecutivo?

El Congreso no ha muerto, pero 
agoniza. Ha sido inútil, obstruccionis-
ta, ciego y, en algunos casos, inmoral. 
Lo suyo se parece más al suicidio que 
al asesinato.

Un Congreso estéril no conviene a nadie. Si 
la mayoría congresal aprueba leyes que tienen 
que ser observadas y que, de hecho, son recha-
zadas por la población, ¿quién legisla?

Estamos en situación parecida a la de 1992. 
En ese entonces, Alberto Fujimori optó por ce-
rrar el Congreso y quebrar la Constitución. Mar-
tín Vizcarra, felizmente, no es Fujimori.

El presidente empuja al Congreso a través 
de la opinión pública. Eso, por supuesto, es me-
nos malo que presionar para nuevas elecciones 
congresales.

Ambos poderes del Estado tendrán que con-
vivir en este esquema por dos años y medio. 

El problema es que no hay muchas ideas 
sobre lo que hay que hacer. Plantear reformas 
constitucionales sin saber cómo se van a desa-
rrollar es, a todas luces, una mala idea.

Alejandro Toledo convocó a elecciones regio-
nales sin saber qué iban a ser las regiones ni qué 

funciones tendrían sus autoridades. 
Lo hizo el 17 de marzo del 2002. La Ley 
Orgánica de Gobiernos Regionales se 
aprobó el 19 de noviembre. Es decir, 
primero elegimos y después íbamos a 
ver de qué se trataba.

El desastre administrativo y electo-
ral de las regiones refl eja, obviamente, 
este pecado de origen. Es consecuen-
cia de la politización de una reforma.

Hoy corremos un riesgo parecido. 
Hemos aprobado reformas constitu-
cionales sin saber qué contenido legal 
iban a tener. Debió ser al revés.

La norma constitucional debe ser 
genérica, de manera de dar cabida a la evolu-
ción de las leyes bajo su amparo. La reacción 
contra el Congreso nos llevó a aprobar sin ver. 

El presidente dijo, después de votada la re-
forma, que el Ejecutivo tenía ya listo el proyecto 
de ley orgánica de la Junta Nacional de Justicia. 
¿No debió darlo a conocer antes de hacernos 
votar por la reforma?

El procedimiento no ha sido democrático; de 
respaldo mayoritario, sí, pero no de naturaleza 
democrática. 

El presidente Vizcarra cree que las reformas 
aprobadas “son un gran avance para el forta-
lecimiento de la democracia”. Cabe dudarlo.

En su mensaje pos-referéndum, Vizcarra 
anunció “la conformación de una Comisión 
de Alto Nivel de Reforma Política […], a fi n 
de presentar propuestas integrales al Con-
greso, que ayuden a fortalecer las institucio-
nes. Convocaremos a líderes y profesionales 
notables, honestos, y con ganas de trabajar 

de manera desinteresada…”.
Se entiende que el Congreso sea casi in-

útil para legislar. Pero ¿qué de democrático 
tiene nombrar a dedo a unos notables? Ellos, 
en última instancia, van a legislar y reformar 
el sistema político del país, según anuncia el 
propio jefe del Estado.

¿En qué Constitución dice que una junta 
de notables hace la reforma política e insti-
tucional de un país? ¿Estos “notables” van a 
proponer nuevos referendos también?

El presidente puede hacerse asesorar por 
quien quiera sobre lo que quiera. Sin embargo, 
solo él tiene iniciativa legislativa, no los nota-
bles, por “notables” que sean. Y siempre debe 
dar cuenta al Parlamento, por vacuo que sea.

Para una democracia es tan peligroso un 
Congreso con poder desmedido como un 
Ejecutivo sin contrapeso. Tenemos que salir 
de ese péndulo.

Los instintos poco democráticos de lo que 
fue la mayoría en el Congreso no deben ser 
desplazados por los instintos poco democrá-
ticos de la calle.

El rechazo al Congreso no debe convertir-
se en turba. Una turba es mayoritaria, pero 
no democrática.

El presidente Vizcarra tiene al respecto 
una gran responsabilidad. Debe transformar 
el rechazo en una guía de acción para gober-
nar. Y, sobre todo, debe empezar a gobernar.

Es obligación del presidente velar por el 
orden interno. No necesita para ello del Con-
greso. ¿Podría empezar al menos con esto? 
¿O también necesita una junta de notables 
para hacerlo?

Periodista
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EL PODER LEGISLATIVO LUEGO DEL REFERÉNDUM

No más otorongos

T al como lo habían anti-
cipado las encuestas, 
el resultado del refe-
réndum fue amplia-
mente favorable a la 

posición del presidente Martín Viz-
carra y sus resultados constituyen 
una validación indiscutible de ese 
respaldo. Los únicos sorprendidos 
deben haber sido sus opositores más 
recalcitrantes, como una congresis-
ta de Fuerza Popular que sostuvo en 
vísperas del referéndum que Vizca-
rra estaba “totalmente desconecta-
do de la realidad”. Evidentemente, 
los resultados del referéndum de-
mostraron que son esos opositores, muy activos 
en redes sociales, los que viven en una realidad 
paralela. 

Lo cierto es que la votación en el referéndum 
no fue solo de respaldo al presidente, sino de re-
chazo a los congresistas de oposición. Por eso el 
porcentaje obtenido por la posición ofi cialista 
en el referéndum es mayor a la ya elevada apro-
bación presidencial. El Sí-Sí-Sí-No propuesto 
por Vizcarra recibió en promedio el 78,5% del 
total de votos emitidos, mientras el voto con-
trario recibió 11,5%, y los votos blancos y nu-
los el 10%; un resultado más marcado que la 
aprobación presidencial que es ahora de 66%. 
En realidad, los resultados del referéndum se 
parecen más a la desaprobación del Congreso, 
que es 75%, o a la de los líderes de Fuerza Popu-
lar y el Apra, que supera el 80%. 

El referéndum ha permitido desfogar el 
sentimiento generalizado de “que se va-
yan todos”, como sostiene Juan Carlos 
Tafur, aunque a costa de una refor-
ma de dudoso benefi cio como la no 
reelección y la confi rmación de la cá-
mara única. La reciente elección de 
gobernadores plagados de denun-
cias por corrupción y hasta por viola-
ción es un buen ejemplo de que la no 
reelección no es ninguna garantía. 
El voto en el referéndum para la no 
reelección es una sanción política a 
la manera prepotente en que se con-
dujo el Congreso en estos años, pero 
no resuelve el problema de fondo, 
que es el proceso de elección que se 
inicia en los partidos. 

La clave para alcanzar un mejor 
sistema político, con menos “her-
manitos” y “otorongos”, es efectuar 
una reforma profunda en nuestro 
sistema de partidos. Es inadmisible 
que el Perú tenga 23 partidos inscri-
tos, muchos de ellos sin militantes y 
convertidos en “vientres de alquiler”. 
Es indispensable obligarlos a todos a 

participar en todas las elecciones y 
cancelar su inscripción si no supe-
ran el 5% de la votación nacional. 
En cambio, debería reducirse el 
elevado número de fi rmas que hoy 
se exigen para inscribir un nuevo 
partido, lo que limita la posibilidad 
de renovación del sistema. 

Un partido real debe contar con 
un número significativo de mili-
tantes activos, claramente identi-
fi cados, y elecciones internas bajo 
el sistema de un militante, un voto, 
que sean organizadas por la ON-
PE y supervisadas por el JNE. Algo 
similar debe aplicarse a los movi-

mientos regionales. Unos y otros deberían tener 
reglas muy estrictas para su fi nanciamiento y 
transparencia absoluta de ingresos y gastos. Las 
elecciones para elegir a los candidatos deberían 
ser abiertas a los simpatizantes, que voten con 
su DNI, pero siempre bajo la organización de la 
ONPE y el JNE. 

Si las elecciones de los candidatos fueran 
efectuadas con suficiente anticipación a las 
elecciones generales y a la vista de la opinión 
pública, estas elecciones ‘primarias’ constitui-
rían fi ltros que reducirían la probabilidad de 
que sujetos de dudosos antecedentes o escasa 
preparación lleguen a ser candidatos a gober-

“Lo cierto es que la votación 
en el referéndum no fue solo 

de respaldo al presidente, 
sino de rechazo a los 

congresistas de oposición”.

Analista político

ALFREDO

Torres
nadores, congresistas o a la presidencia de 
la República. 

Al anunciar la creación de una comisión 
de alto nivel para la reforma política, Viz-
carra ha pedido revisar la inmunidad par-
lamentaria y el voto preferencial. Según 
estudios de Ipsos, la eliminación de la in-
munidad parlamentaria cuenta con amplio 
respaldo, en cambio la mayoría prefiere 
preservar su derecho al voto preferencial y 
la razón es que desconfía del orden de can-
didatos que defi nen las dirigencias de cada 
partido. Esta preferencia puede revertirse si 
se garantiza una elección interna, auténti-
camente democrática, de los candidatos. Es 
paradójico, pero pocas organizaciones son 
tan autoritarias como la mayoría de partidos 
políticos en el Perú. 

Otro cambio que sería muy útil establecer 
–sobre todo ahora que no habrá reelección– 

es la renovación parcial del 
Congreso. Lo más conve-
niente sería que cada dos 
años y medio se renueve la 
mitad del Congreso por un 
período de cinco años. De 
ese modo, los nuevos con-
gresistas que ingresan en 
la segunda elección se en-

contrarían con otros que 
ya tienen dos años y medio en el 
Congreso y así siempre –salvo la 
primera vez– el Congreso conta-
ría con la mitad de sus integran-
tes con cierta experiencia. 

La mayor ventaja del sistema 
de renovación parcial es que per-
mitiría que el Congreso se vaya 
adecuando a las preferencias 
de la ciudadanía y no manten-
ga una distribución de curules 
que puede haber perdido repre-
sentatividad real después de 2 
o 3 años, como ocurre ahora. Si 
tuviésemos ya ese sistema, en el 
2019 estaríamos renovando a 
la mitad de los congresistas. 

*El autor es presidente ejecuti-
vo de Ipsos Perú.


